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ASUNTO

Procede esta Superioridad a desatar el recurso de apelación interpuesto contra la sentencia proferida el 11 de diciembre de 2009 por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, con ponencia del doctor Gustavo Adolfo Ledesma y el conjuez Helmer Ocampo Lozano, mediante la cual se ABSOLVIÓ al doctor JORGE HUMBERTO GARTNER LÓPEZ, en calidad de Juez Tercero Administrativo de Pereira, de los cargos formulados en su contra.
                                           SÍNTESIS FÁCTICA

Fueron resumidos así por la primera instancia: 

“Surgieron con ocasión de escrito de denuncia remitido a esta Corporación por parte de los Procuradores Judiciales 37 y 38 de esta ciudad, doctores Marco Marín Vélez y Luis Alberto Cardona, quienes allegaron página del Diario La Tarde, sección C, del 1º de julio del año anterior, en la cual se aprecia nota sobre celebración litúrgica por parte del doctor JORGE HUMBERTO GARTNER LÓPEZ, quien para la época de ese acto se desempeñaba como Juez 3º Administrativo de esta capital considerando que ‘eventualmente haría que estuviera incurso en la causal de incompatibilidad para ejercer cargo público en la Rama Judicial, conforme lo prevé el artículo 151-5 de la Ley 270 de 1996’. Igualmente la doctora Dufay Carvajal Castañeda, en condición de Presidenta del Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda, a través de oficio numero 1683  del 7 de julio del citado año, comunicó que en Sala Plena del 3 anterior, se acordó poner en conocimiento de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria, ‘la posible configuración de la falta disciplinaria por violación del régimen de incompatibilidades previsto en el artículo 151, numeral 5º de la Ley 270 de 1996, de que da cuenta la publicación del periódico que se anexa” 

Se anexaron copias tanto de la queja presentada por los Procuradores Regionales (Oficio P.J II AA No 116), como del oficio No 1683 del 07 de julio de 2008, remitido por la presidenta del Tribunal Administrativo de Risaralda y de sendos ejemplares del Diario La Tarde, de fecha julio 1º de 2008 (Folios 1 a 16).   

ACTUACIÓN PROCESAL

1) La Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, asumió conocimiento, decidiendo en proveído de fecha 14 de julio de 2008, iniciar INDAGACIÓN PRELIMINAR, la cual le fue notificada personalmente al disciplinado (folio 25). En el curso de la misma se recaudaron las siguientes pruebas:

a.- El doctor Jorge Humberto Gartner López, en calidad de Juez Tercero Administrativo de Pereira, en escrito visible a folios 26 a 31, explicó que fue ordenado  Obispo de la Iglesia Católica Apostólica Tradicional con sede en Río de Janeiro (Brasil);  al momento de aceptar la ordenación era consciente de los límites establecidos en la Constitución y la Ley frente al ejercicio del ministerio sacerdotal; sin embargo sus actuaciones como tal, encuentran respaldo y justificación en jurisprudencia de la Corte Constitucional y en los Tratados Internacionales, suscritos y ratificados por Colombia. Por lo anterior consideró que el ejercicio del sacerdocio, en nada ha impedido el cumplimiento de sus labores como Juez.

Para justificar su proceder resaltó lo contenido en el artículo 4º de la Ley 133 de 1994, en la cual se desarrolla el artículo 19 de la Constitución Política, respecto de las libertades Religiosa y de Cultos.  Aportó pruebas documentales sobre el origen y desarrollo de la referida iglesia y sobre su ordenación (folios 32 a 40).               

b.- Se allegaron como pruebas los ejemplares del periódico La Tarde, del 8 de julio de 2008. 

c.- La Secretaría del Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda, mediante oficio N°1848 del 16 de julio de 2008, remitió copias de la cédula de ciudadanía, registro civil de nacimiento, vigencia de la cédula de ciudadanía, Resolución de nombramiento N°021 del 02 de mayo de 2006, Resolución de confirmación del nombramiento N°030 del 23 de mayo de 2006; acta de posesión N°075 del 01 de junio de 2006, Resolución N°37 de 21 de febrero de 2007, de inscripción en el escalafón de Jueces de la República de la Carrera Judicial, certificación expedida por la Presidencia de la Corporación, sobre el  ejercicio del cargo del doctor Jorge H Gartner López (Folios 41 a 51).

d.- Memorial del obispo de Pereira, indicando que la Iglesia Católica Tradicional “no está en comunicación, ni con el Romano Pontífice, ni con los Obispos de la Iglesia Católica y Romana”. (Folio 52).

e.- Oficio N°2131 del 20 de agosto de 2008, del Vicepresidente del Tribunal Administrativo de Risaralda, informando “que una vez revisada la hoja de vida del doctor JORGE HUMBERTO GARTNER LÓPEZ, esta Corporación no ha concedido autorización para ejercer como Obispo de la Iglesia Católica Apostólica Tradicional, ni se le ha concedido permiso para dichos efectos. (Folio 65).  

f.- Oficio OJ-125-2008 de la Universidad Libre de Pereira, en el cual se comunica que: “Revisados los registros de pago en la oficina de pagaduría, no se ha encontrado ninguno por concepto de misas” (Folio 66).

g.- En versión libre rendida el 16 de septiembre de 2008 (folios 67 a 70), el disciplinado Jorge H Gartner López, afirmó que las eucaristías las celebra los sábados, domingos y en horas no laborables. Respecto de las dos misas aducidas en la indagación, indicó que la celebrada en el Barrio La Unidad, la ofició un domingo a las 12:00 del día;  con relación a la segunda, la realizó en horas de la noche en la Parroquia y no en la Universidad Libre –como se afirmó-, por petición de una sobrina y una cuñada con motivo de la graduación de unos especialistas. Dejó en claro que no cobra por las celebraciones, ni devenga salario alguno por sus oficios sacerdotales. Respecto a sus funciones como obispo, consideró que pertenece a la esfera íntima de su vida, a pesar de ello, las mismas en ningún momento han entorpecido sus deberes funcionales como juez de la República. Aportó entre otras,  nota periodística del Diario del Otún de fecha 13 de diciembre de 2007, en la cual se destaca su ordenación como Obispo de la Iglesia Católica Tradicional, extrañando que después de ocho meses de estar ejerciendo el apostolado se le viene a denunciar por sus actividades religiosas; además anexó copia de la constancia expedida por el Vicario de Pastoral de la Salud de la Diócesis de Pereira, perteneciente a la Iglesia Romana, de la cual se extrae que el disciplinado “colabora con las actividades pastorales y litúrgicas en la parroquia del Espíritu Santo de la cual soy sacerdote”. 

h.- Calificación de buena gestión del Juez Jorge Humberto Gartner López, otorgada por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura,  (Folios 100 a 103).

i.- Renuncia presentada por el disciplinado  a sus funciones como Obispo de la Iglesia Católica Tradicional. (Folio 107).
j.- Declaración del Obispo Rubén Darío López, de la Iglesia Católica Apostólica  Independiente del Brasil, en la cual afirma que por ejercer el obispado no se recibe remuneración alguna, como tampoco cobran por la prestación de los servicios. (Folios 111 a 113). 

k.- El sacerdote Rubiel Antonio Clavijo, destacó que las labores que desarrollan dentro de la Iglesia son gratuitas, pues es requisito indispensable ser auto sostenible, sus labores son humanitarias y pastorales.

l.- El sacerdote Efrén Henao Henao, indicó que las labores que desarrolla el disciplinado dentro de la Iglesia son limitadas, habida cuenta de sus funciones como Juez de la República. 

m.- De la misma manera se expresaron José Manuel Martínez Zuluaga y Julio César Bolívar, coincidiendo en declarar que la misa en el Barrio La Unidad se celebró un día domingo.

n.- El presidente de la Junta Comunal del Barrio La Unidad, manifestó que el disciplinado Gartner López, ofició la misa en dicho sector el día 29 de junio del año anterior, a pedido de la comunidad, sin realizar cobro por dichos oficios. (Folios 149 a 150).        

2)  Cumplidos los fines de la Indagación Preliminar, en providencia del 28 de enero de 2009, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, dispuso la Apertura de Investigación Disciplinaria en contra del doctor Jorge Humberto Gartner López, en calidad de Juez Tercero Administrativo de Pereira, por el posible desacato al deber consagrado en el numeral 5º del artículo 151 de la Ley 270 de 1996, por cuanto “Si bien es cierto que de acuerdo con el acervo probatorio referenciado, el disciplinado desplegaba actividades concernientes a su condición de Obispo  de la Iglesia Católica Tradicional por fuera de las horas laborales inherentes a su calidad de Juez 3 Administrativo de la ciudad, también lo es que la prohibición por parte del legislador se orienta a evitar que funcionarios judiciales se desempeñen en ministerios como el antes mencionado precisamente para que la actividad de juez de la república se desempeñe con toda objetividad, sin que entonces, pueda acoger la sala lo aseverado al respecto por el mencionado disciplinado, pues del mismo texto de la jurisprudencia citada a lo largo de sus intervenciones se desprende que para el caso mencionado en el numeral 5º del artículo 151º de la Ley 270 de 1996, se infiere el razonamiento que se acaba de exponer…..(  ).

….(  )De lo anterior se desprende que se encuentra mérito para disponer apertura de proceso disciplinario para el doctor JORGE HUMBERTO GARTNER LÓPEZ, como Juez 3º Administrativo de la ciudad- para la época de los acontecimientos,….”.
PRUEBAS

Durante la etapa de INVESTIGACIÓN DISCIPLINARIA se  practicaron  y acopiaron los siguientes medios de convicción:

a.- Certificado Nº006-09, de ingresos y salarios del doctor Jorge H. Gartner López. (Folio 180).
b.- Certificado 10873203, de ausencia de antecedentes disciplinarios expedido por la Procuraduría General de la Nación. (Folio 181).

c.- El doctor Jorge Humberto Gartner López, consideró que en el auto de apertura se le violó el derecho a la defensa, pues no tiene conocimiento de qué conducta deba defenderse. Indicó que los efectos de los fallos de exequibilidad condicionada (Sentencia C-037 de 1996), lo exoneran de responsabilidad, ya que el hecho del ejercicio mismo del ministerio sacerdotal no es impedimento para el desempeño como Juez de la República; toda vez que para la existencia del mismo, es necesario que el ejercicio del ministerio comprometa seriamente sus funciones como operador judicial,  y para ello se requiere, que esté incurso en conflicto de intereses al celebrar los oficios religiosos, que haya perdido objetividad en el cumplimiento de sus deberes funcionales, entre otros. Por lo anterior, frente al auto de apertura de investigación consideró que es necesario que se le diga de qué se le va a juzgar, porque “Es distinto que se me diga que he vulnerado la objetividad a que se me reproche que he violado, por ejemplo, el orden público. Es diferente que se me investigue por haber incurrido en conflictos de intereses a que se endilgue que vulneré la moralidad, la seguridad, la salud, las libertades individuales o los derechos fundamentales de alguien. Y solo en uno de estos casos, según los efectos del fallo condicionado de constitucionalidad, se tipificaría la conducta disciplinable.
Con mucha razón la Ley 734/02 trae como una de las causales de nulidad  la violación al derecho de defensa, que en el caso es palmaria por cuanto se ha aperturado una investigación en mi contra, y no tengo conocimiento por qué conducta para poder ejercer un adecuado derecho de defensa”.

d.- El 23 de febrero de 2009 en nuevo escrito visible a folios 186 a 195, aportó copias de varias notas periodísticas, que justificarían la denuncia disciplinaria presentada en su contra, las cuales se refieren a la revocatoria de tres de sus providencia por parte del Tribunal Administrativo de Risaralda, por cuanto “se denunciaban favorecimientos contractuales del señor alcalde a familiares de algunos magistrados, situación a la que, dada las repercusiones sociales, políticas y económicas de los fallos, escapaban a mi voluntad en el quehacer judicial.

Dejo en consideración para que en cualquiera de las instancias en que sea conocido mi caso, queden claros los motivos personales totalmente alejados del ordenamiento jurídico, que llevaron a que fuera denunciado disciplinariamente, además de algunas otras actuaciones de que también fui víctima por cumplir con mi deber como Juez de la República.

Y para el caso concreto de la denuncia por ejercer el Ministerio Sacerdotal, se evidencia aún más, por cuanto, para el mes de diciembre de 2007 y enero de 2008, fueron publicados en el Diario del Otún y en el periódico la Tarde, varios artículos sobre mi consagración como obispo de la Iglesia Católica Apostólica Independiente Tradicional, también varios anuncios de congratulaciones por tal acontecimiento, como los de Asonal Judicial y Universidad Libre entre otros. 

Para esa fecha,  que no se habían presentado las dificultades derivadas de mis providencias, y que desencadenaron los desobligantes comentarios ya indicados, ni el señor Procurador ni los señores Magistrados me denunciaron por el ejercicio sacerdotal”. (sic para lo trascrito).          

e.- El 22 de mayo de 2009, presentó nuevamente escrito en el cual solicitó a la Sala de instancia que,  además del efecto de cosa juzgada constitucional de la sentencia C-037 de 1996, también se dé cumplimento al literal i) del artículo 6° de la Ley Estatutaria 133 de 1994, con el fin de que le sea aplicado a su caso el principio de favorabilidad. (Folio 207).
                                      PLIEGO DE CARGOS

En providencia fechada el 24 de junio de 2009 (fl. 242 a 123), la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, luego de hacer un análisis pormenorizado del acervo probatorio arrimado a la investigación, profirió pliego de cargos en contra del doctor Jorge Humberto Gartner López, por haber presuntamente incurrido en la falta prevista en el numeral 5º y parágrafo 1º del artículo 151 de la Ley 270 de 1996, y en el numeral 18 del artículo 153  ibídem, en armonía con el Art 196 de la Ley 734 de 2002. 

Según el A Quo, para que se configure esta falta sólo basta que el funcionario ejerza consciente y voluntariamente el Ministerio frente a la comunidad, “hecho con el que se puede presentar conflictos de intereses y falta de objetividad al momento de tramitar y decidir en justicia los asuntos que esa comunidad pone en sus manos, confiando en su imparcialidad e independencia, comprometiendo seriamente el desempeño de sus funciones”.

Para la instancia “una cosa es la libertad religiosa y de culto en el sentido de poder asistir a las reuniones y ceremonias que sus ministros convoquen o celebren, actividad perfectamente garantizada por nuestra Carta Política como derecho fundamental de todas las personas, y otra cosa es el ejercicio mismo del Ministerio, en sus diferentes aspectos, como por ejemplo, celebrando o presidiendo  la celebración de las correspondientes ceremonias, situación ésta que es la que prohíbe la norma arriba señalada.

Esta prohibición se da sin importar si con ello se pierde o no tiempo de que se debe emplear en el ejercicio de la función jurisdiccional, al igual que sucede con respecto a la incompatibilidad del numeral primero de la misma norma, pues de lo contrario, no tendría razón de ser el parágrafo primero del mismo artículo, que extiende las prohibiciones a quienes se hallen en uso de licencia”. 
En conclusión, la Sala de instancia estimó que la conducta del disciplinable afecta el deber funcional al que está sometido como Juez de la República, considerando que el haz probatorio reunido en torno a la actuación del doctor Gartner López como Obispo de la Iglesia Católica Tradicional, permite formularle cargo en los términos del artículo 162 de la Ley 734 del 2002, “para que tenga oportunidad de pronunciarse concretamente sobre lo que es motivo de imputación disciplinaria”.

La falta fue considerada gravísima, por disposición del numeral 17 del artículo 48 de la Ley 734 de 2002, y dolosa “porque es evidente que el doctor Jorge Humberto Gartner López, sabía que su comportamiento era atentatorio tanto contra el régimen de incompatibilidades, como el de los deberes como funcionario judicial, régimen que era ostensible que conocía, no ha alegado lo contrario, y sin embargo, voluntariamente quiso y actuó de manera contraria”.

La decisión contó con el salvamento de voto del Magistrado Gustavo Adolfo Ledesma, cuya ponencia inicial en la cual decretaba la terminación del proceso en favor del disciplinado, fue derrotada, por lo que hubo de contar con la participación del conjuez Julio César Salazar Muñoz. (Folios 249 a 261).   

La anterior providencia, fue notificada personalmente al disciplinable, quien en escrito del 23 de julio de 2009 afirmó “reitero la renuncia que hice a cualquier clase de defensa ante esa primera instancia, a través de oficio de fecha mayo 29/09, obrante a folio 39. Lo anterior incluye términos, pruebas, descargos, etc.”. (Folio 277).
                           CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO 

La doctora Isabel Cristina Saldarriaga Rivera, Procuradora 152 Judicial Penal, rindió su concepto solicitando sanción para el investigado, doctor Jorge Humberto Gartner López, en su condición de Juez Tercero Administrativo de Pereira, por cuanto: “Lo hasta aquí discurrido le permite a esta Delegada del Ministerio Público llegar a las siguientes conclusiones:

Que no comparte los argumentos defensivos del inculpado servidor judicial, en el sentido de que con su ejercicio sacerdotal no actualizó norma que sirva edificar una sanción disciplinaria, pues el infringir una norma que trae como prohibición el desempeño de ministerio en cualquier culto religioso se está vulnerando el artículo 2º de la Constitución, las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, además de su vida, honra y bienes, en sus creencias y demás derechos y libertades, y en el artículo 228 se garantiza que las decisiones judiciales serán independientes, es de primordial importancia que el estado respecto de la administración de justicia tiene que garantizar a todos los asociados, de tal manera que no pueda caber el menor asomo de duda, que la persona que va a cumplir con tan importante función no tiene ninguna clase de sesgos políticos o religiosos que en algún momento del desempeño  de su función pueda limitar su objetividad, de tal manera que sus decisiones se funden en imparcialidad e independencia para que gocen de la confianza pública, pues el administrar justicia por parte de una persona comprometida y dedicada al ejercicio de una actividad política o religiosa no ofrece credibilidad e imparcialidad en sus decisiones. O se es político, Religioso o Juez, pero en ningún momento se puede conjugar cualquiera de esas actividades en una sola persona”.  

Por lo anterior consideró la Delegada, la conducta ejecutada por el Inculpado, no se encuentra amparada por ninguna exclusión de responsabilidad disciplinaria. (Folios 286 a 291).

                                   LA SENTENCIA APELADA

La Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, en Sala Dual conformada por el doctor Gustavo Adolfo Ledesma Henao, como ponente y el Conjuez Helmer Ocampo Lozano, el 11 de diciembre de 2009, decidió ABSOLVER al doctor Jorge Humberto Gartner López, con relación a las faltas especificadas en el pliego de cargos.

Concluyó la Sala de instancia, luego de hacer el análisis del acervo  probatorio obrante en el dossier, que  el doctor Jorge Humberto Gartner López, en función del Ministerio, en ningún momento ha faltado a sus deberes funcionales como Juez Tercero Administrativo de Pereira, pues sus oficios religiosos los desarrolló por fuera de sus labores como operador judicial. Para aseverar lo anterior se tiene la declaración del Presidente de la Junta de Acción Comunal del Barrio La Unidad, quien aseveró que la eucaristía llevada a cabo en ese sector fue un día domingo, lo mismo se puede aseverar de la celebrada con ocasión de la graduación de especialistas de la Universidad Libre de Pereira. Tampoco se demostró que por ejercer como Obispo, sus fallos sean carentes de objetividad. Pero más aún –dijo la Sala de instancia- es la misma Constitución de la República la que en su artículo 19, reconoce la libertad religiosa y de cultos, por lo tanto no se puede imputar falta disciplinaria por el hecho de haberse ordenado como Obispo.  

Para la Sala de instancia, frente a la imputación hecha por transgredir lo normado en el numeral 5 del artículo 151 de la Ley 270 de 1996, conceptuó: ”Ni por asomo en el presente caso se vislumbra que por el ejercicio de la vocación sacerdotal por parte del doctor GARTNER LÓPEZ, impida la materialización de los derechos fundamentales de los demás, o que ese proceder atente contra la moral o las buenas costumbres, cuando todo lo contrario conlleva conducta de esa naturaleza frente a la sociedad, pues como ha quedado acreditado, integrantes de la misma han solicitado la prestación de sus servicios para actos en los que se destaca la participación de un sector de la comunidad, de frente a la misma y en todo caso a la vista de las autoridades legalmente constituidas para velar por la protección de los ciudadanos” 

Ahora bien, frente a la falta consagrada en el numeral 18 del artículo 153 ibídem, consideró: “Por último, y en consonancia con los argumentos que se han dado a conocer a lo largo de esta decisión, para la Corporación tampoco se configura falta disciplinaria por parte del disciplinado, con relación al deber establecido en el artículo 153, numeral 18 de la Ley 270 de 1996, por cuanto como ha quedado demostrado, las celebraciones litúrgicas  las desarrollaba el funcionario por fuera del despacho y en horas no hábiles; y el razonable entendimiento de la anotada falta tiene que ver con el desempeño de labores distintas a las funciones judiciales en horas laborales, esto es hábiles, tal como lo precisó la Corte Constitucional en la sentencia C-037 de 1996, al examinar la exequibilidad del parágrafo 2º del artículo 151 de la Ley 270 de 1996….  (  )”

….(  ) Si además de los anteriores argumentos, el CDU exige para que pueda pregonarse reproche disciplinario la demostración de la antijuridicidad de las conductas investigadas, y como ha quedado visto, ningún perjuicio se le causó a la administración de justicia por parte del funcionario investigado con el despliegue de las conductas examinadas, queda desvirtuado igualmente cualquier asomo de antijuridicidad, toda vez que de acuerdo con el desarrollo del principio de lesividad en el Código Único Disciplinario, se exige que la ilicitud sustancial no solamente debe ir acompañada de la afectación del deber funcional, sino con la afectación de la eficiencia y de la eficacia del destinatario en el cumplimiento de la función o con el daño causado a la Administración Pública.

El razonamiento anterior, si se tiene en cuenta que el fundamento constitucional del derecho disciplinario se encuentra en las relaciones especiales de sujeción, es decir, de los deberes que tiene el servidor público para con el Estado, lo cual conlleva a determinar que lo realmente relevante en el ejercicio de la función pública sea la conducta valorada respecto a dicha función….(  )

(… ) Lo argumentado, conduce a la Colegiatura a sacar avante la presunción de inocencia a favor del investigado, de acuerdo con el principio rector descrito en el artículo 9º del Código Disciplinario Único, y como consecuencia, el proferimiento de fallo absolutorio, acogiéndose así lo pregonado  a lo largo de sus intervenciones por el doctor JORGE HMBERTO GARTNER LÓPEZ, y teniéndose en cuenta que el conjuez, doctor Helmer Ocampo Lozano, a través de escrito del pasado 2 de diciembre compartió la ponencia presentada” .

El fallo absolutorio contó con el salvamento de voto del Magistrado Jorge Isaac Posada Hernández, quien fungió como ponente en la providencia que profirió el pliego de cargos el día 24 de junio de 2009, en contra del doctor Gartner López. (Folios 333 a 360).

APELACIÓN

El anterior fallo fue apelado por la representante del Ministerio Público. En sus argumentaciones destacó que lo determinante para estar incurso en la causal de incompatibilidad contenida en el numeral 5 del artículo 151 de la Ley 270 de 1996 es el desempeño del cargo, en el presente caso el de Obispo de la Iglesia Católica Tradicional, pues su actuar fue consciente y voluntario, aspecto éste que reconoce el disciplinado en sus distintas intervenciones.  

De otra parte, al analizar la declaración rendida por el sacerdote Efrén Henao Henao, en el sentido que debido a las funciones desarrolladas por el disciplinable como Juez Administrativo de Pereira, fue nombrado Vicario,  consideró el Ministerio Público: “De lo anterior, se infiere claramente que el disciplinado siendo funcionario judicial, Juez de la República desempeñó ministerio en culto religioso. Su poderío religioso se refleja incluso más allá de presidir eucaristía, en nombrar Vicario, lo cual como lo dijo la mayor autoridad constitucional en el estado Colombiano por razones obvias comporta conflictos de intereses y de pérdida de objetividad que impiden el ejercicio de la cabal administración de justicia, y por correspondencia lógica no se requiere como lo exige la Sala, demostrar, que por el hecho de oficiar como Obispo, haya perdido objetividad en el ejercicio de sus funciones como Juez, pues no se conoce denuncia alguna en su contra que tenga relación con su vocación religiosa….(  )

(… ) es evidente que cuando se habla de conflictos de intereses y de pérdida de objetividad, se están involucrando derechos fundamentales, tales como el de la igualdad, el de defensa; así como la salvaguardía de la seguridad (jurídica) y de la moralidad pública, que tal como lo enuncia la ley son elementos constitutivos del orden público, protegido por la ley en una sociedad democrática, y precisamente el objetivo de las incompatibilidades para los servidores públicos es el de garantizar la moralidad, imparcialidad, seguridad en el servicio público.

Adviértase, como la sociedad- término bastante amplio y utilizado por la misma Sala-, encuentra reunido en una persona, el poderío y autoridad judicial y religiosa, sin perjuicio de que circunscriba  a escenarios laborales o no” .

De la  misma manera al analizar el artículo 6º de la Ley 133/94 que ilustra sobre las libertades religiosa y de cultos, no incluye el ministerio religioso. Por lo anterior solicita se revoque el fallo  absolutorio y en su lugar se sancione al disciplinado.    

TRÁMITE DE SEGUNDA INSTANCIA
El día 11 de marzo de 2010, se dispuso correr traslado al Ministerio Público para que rindiera concepto y al funcionario inculpado, para que alegara de conclusión. Corridos los términos, éstos guardaron silencio.

CONSIDERACIONES DE LA SALA

1.-  Competencia.

Esta  Sala  Jurisdiccional  Disciplinaria del  Consejo Superior de la Judicatura es competente para conocer de las decisiones  proferidas en primera instancia por los Consejos Seccionales de la Judicatura, Sala Disciplinaria, en relación con las investigaciones adelantadas contra funcionarios, de conformidad con lo establecido en los artículos 256, numeral 3° de la Carta Política y 112, numeral 4° de la Ley 270 de 1996.

2.-  Cuestión Previa. El trámite impartido al proceso.
Debemos empezar por manifestar que si bien el Seccional realizó un esfuerzo para allegar todas las pruebas que le permitieron proferir cargos en contra del doctor Jorge Humberto Gartner López, en calidad de Juez Tercero Administrativo de Pereira, por su presunta incursión en las faltas descritas en el numeral 5º del artículo 151 y numeral 18 del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, en concordancia con el artículo 196 de la Ley 734 de 2002; imputación calificada como gravísima en la modalidad dolosa, de conformidad con el numeral 17 del artículo 48 de la Ley 734 de 2002; el procedimiento desarrollado a partir del pliego de cargos no fue el adecuado, según lo normado en el artículo 175 ibídem.
Lo anterior plantearía a la Sala un primer asunto a ser resuelto, previo al análisis de fondo del asunto, a saber, si el adelantamiento del disciplinario contra el doctor Gartner López, pese a la calificación de la falta imputada como falta gravísima en los términos del artículo 48, numeral 17 de la ley 734 de 2002, mediante el procedimiento ordinario, y no por el verbal establecido en el Título XI, Capítulo Primero del CDU, según lo ordena el artículo 175 ibídem, en su inciso segundo
, es constitutivo de causal de nulidad, o si dicha situación, siendo irregular, no comporta la entidad suficiente  para invalidar lo actuado.

A este respecto, debe la Sala señalar, en primer término, que conforme a lo estipulado en el artículo 143 de la citada Ley disciplinaria, son causales de nulidad las consagradas expresamente en dicho canon, a saber: i) La falta de competencia  del funcionario que profirió el fallo; ii) La violación del derecho de defensa  del investigado; y, iii) La existencia de irregularidades sustanciales que afecten el debido proceso.  El mismo precepto, en su parágrafo único, remite a los principios orientadores de la declaratoria de nulidad y su convalidación, previstos en el Código de Procedimiento Penal. 

Para el caso que nos ocupa, habrá de descartarse de plano la primera causal, pues no cabe duda que conforme a lo ordenado por el artículo 256 de la Carta Política, corresponde “al Consejo Superior de la Judicatura o a los consejos seccionales, según el caso y de acuerdo con la ley… 3. Examinar la conducta y sancionar las faltas de los funcionarios de la rama judicial…” (Resalta la Sala), en concordancia con el artículo 114. De la Ley 270 de 1996.

Por otra parte, en cuanto a la segunda causal de nulidad aludida en el artículo 143 del CDU, una simple lectura a todo el expediente llevado en contra del disciplinable permite establecer sin hesitación alguna, que al doctor Gartner López le fueron respetadas todas las garantías inherentes al debido proceso, con participación activa del encartado desde el inicio de la indagación preliminar hasta la formulación de pliego de cargos, cuando hizo la manifestación de renunciar a cualquier ejercicio defensivo en la primera instancia. Luego, ninguna afectación se ha dado al derecho de defensa del disciplinable. Y, finalmente, en lo tocante a la causal tercera, debe destacarse que sólo las irregularidades sustanciales que afecten el debido proceso, tienen la entidad suficiente para invalidar lo actuado, de manera que una irregularidad procesal, en principio, no sería suficiente para imponer la medida de saneamiento en referencia, salvo que tal situación suponga un desconocimiento de las garantías propias del derecho de defensa.

Lo anterior es así, en primer término, porque, por principio general, las normas de  procedimiento per se ni perjudican ni favorecen a los sujetos procesales, siendo ellas de orden público y de aplicación inmediata. Y, en segundo lugar, porque como bien lo destacó la Corte Constitucional al estudiar la constitucionalidad del inciso segundo del artículo 175 de la Ley 734 de 2002, “Una lectura atenta de los antecedentes de la Ley 734 de 2002 ponen de presente que fue la voluntad del Congreso de la República impregnar de una mayor celeridad los trámites disciplinarios, pero bajo determinadas condiciones”. Para arribar a tal conclusión, la máxima guardiana de nuestro orden constitucional recordó los antecedentes legislativos de la norma, de los cuales extrajo las siguientes consideraciones:
“En la época actual, en que la celeridad es elemento esencial de la eficacia, es preciso que los órganos de control cuenten con herramientas legales ágiles y dinámicas que permitan dar respuestas oportunas, cuando todavía la sociedad resiente la conducta irregular del funcionario o el daño acusado, y no cinco años después cuando la sanción ha perdido tanto la pertinencia como sus efectos reparadores.  Este es el criterio que orienta e inspira el procedimiento disciplinario previsto en el último libro del proyecto. Por esta razón, se creó un procedimiento verbal simplificado  a la realización de una audiencia dentro de los dos días siguientes a la verificación de la situación de flagrancia o al conocimiento del hecho; es aplicable por el jefe inmediato cuando la falta sea leve o cuando el servidor público sea sorprendido en flagrancia o confiese la autoría de una falta grave o gravísima.”
"
Concluyó, además, la Corte Constitucional que el establecimiento del proceso verbal para determinados casos de faltas gravísimas, amén de las otras situaciones previstas en el inciso primero del artículo en comento, no vulnera el derecho a la igualdad, no sólo porque ese tratamiento desigual responde a la libertad de configuración del Legislativo sobre la materia, sino también porque 
“… la naturaleza especial de algunas faltas gravísimas justifican que el legislador haya establecido para las mismas el trámite verbal y no el ordinario. En efecto, todas ellas tienen un denominador común: se trata de faltas relacionadas con el servicio o la función, con el manejo de la hacienda pública y de los recursos públicos o con la contratación estatal, cuya característica principal es que por tratarse de conductas que no ameritan un extenso debate probatorio como el señalado en el proceso ordinario ya que al momento de valorar sobre la decisión de apertura de la investigación están dados todos los requisitos sustanciales para proferir pliego de cargos y citar a audiencia.”

Adviértase, entonces, que si como lo recordó la Corte Constitucional, el propósito del Legislador al consagrar un procedimiento verbal para los casos previstos en el artículo 175 de la Ley 734 de 2002, era el de propender por una respuesta ágil, oportuna y eficaz del Estado en el ejercicio del ius puniendi cuando se trata de atender situaciones en que, por ejemplo –como la que aquí interesa- las faltas están relacionadas con el servicio o función, predicar la nulidad de la actuación cuando se ha seguido el proceso ordinario en lugar del verbal, resultaría contrario no sólo a esa finalidad sino también a los principios constitucionales de eficacia, economía y celeridad (artículo 209 C. P.), máxime cuando en el adelantamiento del proceso consagrado como norma general (es decir, el ordinario), el juzgador disciplinario ha sido asaz cuidadoso y celoso en el respeto de las garantías del derecho de defensa y del debido proceso, amén de garante de los principios rectores de la Ley Disciplinaria (Título I, del Libro Primero de la normativa en cita.

Pero, adicionalmente, cualquier pretensión de nulidad de lo actuado por desatención al proceso ordinario previsto como norma general, para que se rehaga la actuación por los ritos del proceso especial, cuando –se insiste- ninguna afectación sustancial se ha dado, fracturaría ostensiblemente el principio contenido y descrito en el artículo 12 del CDU; esto es, el de celeridad de la actuación disciplinaria.

Corolario de lo dicho hasta este momento, es que ninguna causal de nulidad de advierte y que, en consecuencia, es procedente ahondar en el estudio del tema debatido.

3.-  Estudio de fondo del asunto.

3.1.-  Contexto general.  Conforme a los planteamientos del Ministerio Público en el recurso de alzada, corresponde ahora determinar si acertó o no el A Quo al proferir sentencia absolutoria a favor del doctor Jorge Humberto Gartner López, en su condición de Juez Tercero Administrativo del Circuito de Pereira, a quien se le habían formulado cargos por la posible incursión en la falta a los deberes establecidos en el numeral 18º del artículo 153 y numeral 5° del artículo 151 de la Ley 270 de 1996, en concordancia con el artículo 196 de la Ley 734 de 2002, al consagrarse como Obispo de la Iglesia Católica Apostólica Tradicional, dignidad que resultaría incompatible con el ejercicio del cargo de Juez Tercero Administrativo del  Circuito de Pereira, y en ejercicio de sus labores sacerdotales, al haber oficiado misas, contrariando el deber de dedicación exclusiva a las funciones judiciales.

Previo a abordar el análisis del material probatorio allegado al plenario, la Sala parte del principio según el cual, la manifestación de la potestad sancionadora del Estado, se concreta en la posibilidad de desplegar un control disciplinario sobre sus servidores, dada la especial sujeción de éstos al Estado, en razón de la relación jurídica surgida por la atribución de una función jurisdiccional. De esta manera se pretende que el cumplimiento de sus deberes y responsabilidades se realice dentro de una ética del servicio público, con sujeción a los principios de moralidad, eficacia y eficiencia que deben caracterizar sus actuaciones. 
En este orden de ideas, en el derecho disciplinario funcional, la falta siempre supone la existencia de un deber, cuyo olvido, incumplimiento o desconocimiento trae como consecuencia la respuesta represiva del Estado.  

De lo anterior se deduce que lo que genera  el reproche del Estado al servidor judicial no es propiamente la voluntad de lesionar intereses jurídicos tutelados, sino los comportamientos que impliquen cumplimiento incompleto y defectuoso de los deberes de cuidado y eficiencia que se le encomiendan. 

Es así como el artículo 196  de la ley 734 de 2002, define la falta disciplinaria, en los siguientes términos: 

Artículo 196. FALTA DISCIPLINARIA. Constituye falta disciplinaria y da lugar a acción e imposición de la sanción correspondiente el incumplimiento de los deberes y prohibiciones, la incursión en las inhabilidades, impedimentos, incompatibilidades y conflictos de intereses previstos en la Constitución, en la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia y demás leyes. Constituyen faltas gravísimas las contempladas en este Código”.

Resulta en consecuencia imperioso analizar si en su actuar funcional, el  doctor Jorge Humberto Gartner López en su condición de Juez Tercero Administrativo del Circuito de Pereira, incurrió en las conductas por las cuales se le corrió pliego de cargos y de las cuales fue luego absuelto, en la providencia que es objeto de apelación.

Las faltas disciplinarias por las cuales el A Quo formuló el pliego de cargos fueron las descritas en el numeral 1° del artículo 153, el parágrafo 1° y el numeral 5° del artículo 153 de la Ley 270 de 1996. Normas cuyo tenor literal es el siguiente:

“ARTÍCULO 153. DEBERES. Son deberes de los funcionarios y empleados, según corresponda, los siguientes: 
(…)

18. Dedicarse exclusivamente a la función judicial, con la excepción prevista en el parágrafo 2° del artículo 151”.
“ARTÍCULO 151.  INCOMPATIBILIDADES PARA EJERCER CARGOS EN LA RAMA JUDICIAL. Además de las previsiones de la Constitución Política, el ejercicio de cargos en la Rama judicial es incompatible con.... 

(…)

5. El desempeño de ministerio cualquier culto religioso.
PARÁGRAFO 1°. Estas prohibiciones se extienden a quienes se hallen en uso de  licencia.” (Negrilla no original). 
La situación fáctica que constituye fundamento de las faltas imputadas, consistió en primer término, en que el funcionario incumplió el deber de respetar la Constitución y la Ley (artículos 151.5 y 153.18 de la Ley 270 de 1996); en concordancia con el numeral 17º del artículo 48 de la Ley 734 de 2002, al haberse ordenado –siendo Juez de la República- como Obispo de la Iglesia Católica Tradicional, y en condición de tal, haber ejercido ministerio religioso al celebrar eucaristías a sabiendas que con su actuar infringía las normas antes mencionadas.

En efecto, en la providencia del 24 de junio de 2009, que contiene el pliego de cargos, con ponencia del Magistrado Jorge Isaac Posada Hernández, se consignó: 
“[U]na cosa es la libertad religiosa y de culto en el sentido de poder asistir a las reuniones y ceremonias que sus ministros convoquen o celebren, actividad perfectamente garantizada por nuestra Carta Política como derecho fundamental de todas las personas, y otra cosa es el ejercicio mismo del Ministerio, en sus diferentes aspectos, como por ejemplo, celebrando o presidiendo  la celebración de la correspondientes ceremonias, situación ésta que es la que prohíbe la norma arriba señalada.

Esta prohibición se da sin importar si con ello se pierde o no tiempo de que se debe emplear en el ejercicio de la función jurisdiccional, al igual que sucede con respecto a la incompatibilidad del numeral primero de la misma norma, pues de lo contrario, no tendría razón de ser el parágrafo primero del mismo artículo, que extiende las prohibiciones a quienes se hallen en uso de licencia”.  

Destacó en aquella oportunidad el Seccional de instancia lo siguiente:

“[B]asta que el funcionario judicial de manera consciente y voluntaria ejerza el ministerio frente a la comunidad, hecho con el cual se puede presentar conflictos de intereses y falta de objetividad al momento de tramitar y decidir en justicia los asuntos  que esa comunidad pone en sus manos, confiando en su imparcialidad e independencia, comprometiendo con ello de manera seria el desempeño de las funciones que la Constitución y la Ley le ha asignado a cada uno de los jueces de la República”. 
Se imputó la comisión de la falta gravísima conforme a lo preceptuado en el numeral 17 del artículo 48 de la Ley 734 de 2002, imputación que se formuló a título de dolo “por cuanto es evidente que el doctor Jorge Humberto Gartner López, sabía que su comportamiento era atentatorio tanto contra el régimen de incompatibilidades, como el de los deberes como funcionario judicial, régimen que era ostensible que conocía, no ha alegado lo contrario, y sin embargo quiso y actuó de manera contraria.”. 

Ahora bien, analizado el acervo probatorio obrante en la foliatura, y a la luz de lo expuesto por el disciplinable en su versión libre (tanto en la escrita rendida dentro de la indagación preliminar, como en la verbal vertida en la etapa de investigación, se tiene establecido con plena certeza lo siguiente:

a).-  El doctor Jorge Humberto Gartner López, quien se identifica con la cédula de ciudadanía número 10.105.214 de Pereira, fue nombrado como Juez Tercero Administrativo del Circuito de Pereira mediante Resolución N°021 del 02 de mayo de 2006, nombramiento que fue confirmado con Resolución N°030 del 23 de mayo de 2006; tomando posesión del cargo según acta N°075 del 01 de junio de 2006, e inscrito en el escalafón de Jueces de la República de la Carrera Judicial a través de la Resolución N°37 de 21 de febrero de 2007 (Folios 41 a 51).
b).-  Estando en ejercicio del referido cargo, el doctor Gartner López fue ordenado Obispo de la Iglesia Católica Tradicional, con sede en Brasil, según reconoce el propio disciplinable en su escrito de versión arrimado al expediente el 7 de julio de 2008 (fls. 26 al 31), al afirmar que “… el suscrito fue ordenado  OBISPO DE LA IGLESIA CATÓLICA APOSTÓLICA TRADICIONAL, dependiendo del Patriarcado en cabeza de Monseñor PAULO FERREIRA DA SILVA con sede en Rio de Janeiro (Brasil), y no de la IGLESIA CATÓLICA ROMANA ni de ninguno de sus jerarcas”. Así lo demuestra el disciplinable con las documentales allegadas como anexo de su escrito, entre las cuales se destaca el Acta de Ordenación Episcopal con fecha 31 de diciembre de 2007, el Mandato Apostólico y la certificación de validez de la sucesión apostólica (fl. 35 al 38). Cabe destacar que, según consta en el Oficio N°2131 del 20 de agosto de 2008, del Vicepresidente del Tribunal Administrativo de Risaralda, dicha Corporación “… no ha concedido autorización para ejercer como Obispo de la Iglesia Católica Apostólica Tradicional, ni se le ha concedido permiso para dichos efectos. (Folio 65)
c).-  El aquí disciplinable, en la versión escrita aludida, afirma ser consciente “de los límites que traza la Constitución y la Ley para el ejercicio del ministerio sacerdotal” y por eso –dice- sus actuaciones se ciñen a ellas, conforme a los alcances que la Corte Constitucional y los tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Colombia, le han dado al artículo 19 de la Carta Política, sobre libertades religiosa y de cultos.

d).-  En el ejercicio del ministerio religioso por parte del funcionario disciplinado, celebró dos misas, una en el Barrio La Unión, de la ciudad de Pereira, el día domingo 29 de junio de 2008, a las 02:00 p.m. (fl. 151) y la otra en el mes de julio del mismo año, como acción de gracias por la graduación de unos especialistas en la Universidad Libre de Pereira, aunque el disciplinable aclaró que esta última no fue celebrada en la Universidad sino en la parroquia, lo cual encuentra respaldo en la certificación expedida por dicha institución, en el sentido de que no existe allí registro de pagos efectuados al doctor Gartner López por concepto de misas, como tampoco se encuentra solicitud para que el mismo oficie actos religiosos en ese centro de estudios superiores (fl. 66).
e).-  Según los testimonios rendidos por los señores obispos de la Iglesia Católica Tradicional Rubiel Antonio Clavijo Gañán y Rubén Darío López Cardona, del sacerdote de la misma, Efrén de Jesús Henao Henao y de los sacerdotes católicos anglicanos José Manuel Martínez Zuluaga y Julio César Bolívar Carvajal (fls. 120 al 130), las celebraciones eucarísticas oficiadas por el aquí disciplinable no generaban para éste ninguna remuneración, en atención a que el referido ministerio les impone a sus miembros el ser auto sostenibles, esto es, que quien ejerce tal actividad debe proveerse su subsistencia por otros medios.
f).-  Según constancia expedida por el presbítero Adalberto Montoya Echeverry, Coordinador del Área de la Salud, de la Vicaría de Pastoral Social de la Diócesis de Pereira (documento allegado al expediente por el propio disciplinable), el doctor Jorge Humberto Gartner López colabora con las actividades pastorales y litúrgicas en la parroquia del Espíritu Santo. Adicionalmente, realiza las siguientes actividades:

“(…)

Además de la celebración de la Sagrada Eucaristía, la administración de los divinos sacramentos, tiene a su cargo uno de los grupos del PROCESO DIOCESANO DE NUEVA EVANGELIZACIÓN (PRODINE), y la atención sacerdotal y cuidado del Ancianato Oficial del Municipio de Dosquebradas, perteneciente a la jurisdicción de la Parroquia.

(…)”.

g).-  El doctor Gartner López presentó renuncia a sus funciones como Obispo de la Iglesia Católica Tradicional, en correo electrónico dirigido al Patriarca de dicha iglesia, señor Paulo Ferreira Da Silva, donde se hace referencia a la sentencia C-037 de 1996, de la Corte Constitucional, y se destaca:

“Aunque considero, salvo criterio en contrario, que he respetado cabalmente los condicionamientos de la Corte, actualmente por denuncia de carácter disciplinario que hiciera el Honorable Tribunal Contencioso  Administrativo de Risaralda en mi contra, por dicho ejercicio ministerial, debo comprender e interpretar que según el criterio de esa alta Corporación, la que es mi superior funcional como juez, no se debe involucrar las dos condiciones.
(…)” (Folio 107). 

Cabe destacar que no obra constancia en la foliatura de que tal renuncia le haya sido aceptada al funcionario disciplinable.

3.2.-  Las faltas imputadas. Teniendo en cuenta los cargos que le fueron formulados al disciplinable, para mayor claridad la Sala se ocupará del análisis de ellos en forma separada.
3.2.1.-  El incumplimiento del deber previsto en el artículo 153.18 de la Ley Estatutaria de Administración de Justicia.

Lo primero que se hace necesario advertir es que, según se desprende del auto de cargos, pese a que en el mismo se hace alusión a los actos litúrgicos celebrados por el disciplinable, según la relación efectuada en la noticia disciplinaria, lo cierto es que el Seccional de Instancia estructuró la imputación jurídica de la conducta desplegada por el doctor Jorge Humberto Gartner López, a partir del mismo supuesto fáctico, a saber, que el servidor judicial, al haberse ordenado como Obispo de la Iglesia Católica Tradicional, incumplió el deber descrito en el artículo 153.18 de la Ley Estatutaria de Administración de Justicia, que le imponía dedicarse exclusivamente a la función judicial, al tiempo que adecuó su comportamiento a la falta descrita en el artículo 48.17 de la Ley 734 de 2002, al haber actuado a sabiendas de estar incurso en la incompatibilidad descrita en el artículo 151.5 de la primera ley mencionada.

Sin embargo, encuentra esta Sala que, salvo la mención que se hizo de las dos eucaristías celebradas por el encartado, y de las cuales se estableció en el plenario que fueron oficiadas en horario ajeno al establecido para los servidores de la Rama Judicial, ningún otro soporte fáctico se aprecia, que permita adverar que el funcionario trasgredió el deber aludido en el artículo 153.18 de la Ley 270 de 1996, pues no se insinúa siquiera una actividad propia del ejercicio religioso dentro de la jornada laboral. Sin embargo, no puede decirse que esta conducta se subsuma en la otra falta imputada, esto es, la adecuación al tipo disciplinario descrito en el artículo 48.17 de la Ley 734 de 2002, por haber actuado el servidor judicial a sabiendas de estar incurso en la incompatibilidad descrita en el artículo 151.5 de la Ley 270 de 1996, puesto que, como se verá, se trata de comportamientos diferentes que si bien pueden coincidir, por ejemplo, cuando quien desarrolla funciones judiciales, al mismo tiempo ejerce la actividad u oficio prohibidos por el último precepto citado, en horarios coincidentes con el establecido para la prestación del servicio de administración de justicia; también puede suceder que esa coincidencia no se dé, por ejemplo, cuando el servidor judicial en situación de incompatibilidad desarrolla las labores propias de la otra profesión u oficio en jornada distinta a la de la función pública o, incluso, en uso de una licencia no remunerada. 
En el caso que nos ocupa, lo que advierte la Sala es que respecto de la imputación de la falta al deber previsto en el artículo 153.18 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, no existe material probatorio que permitan estructurar fácticamente el cargo, pues –se insiste- las únicas referencias a la realización de actividades propias del ministerio religioso, tuvieron ocurrencia por fuera de la jornada laboral de los jueces de la República.
En ese contexto, habrá de confirmarse la sentencia de primer grado, en cuanto absolvió del cargo citado al doctor Jorge Humberto Gartner López, en su condición de Juez Tercero Administrativo del Circuito de Pereira.
3.3.2.-  La incompatibilidad prevista en el artículo 151.5 de la Ley 270 de 1996 y la falta gravísima prevista en el artículo 48.17 de la Ley 734 de 2002. Tal como se expuso en acápite anterior, la imputación por esta falta se estructuró fácticamente por cuanto el doctor Jorge Humberto Gartner López, siendo Juez Tercero Administrativo del Circuito de Pereira, fue ordenado Obispo de la Iglesia Católica Tradicional, con sede en Brasil, ministerio religioso incompatible con la función judicial según los términos del artículo 151.5 de la Ley estatutaria de la Administración de Justicia, y, pese a ello, continuó actuando como juez de la República, comportamiento que está tipificado como falta disciplinaria gravísima (artículo 48.17 Ley 734 de 2002). 

Los  hechos expuestos en precedencia permiten concluir que, desde el punto de vista objetivo de la falta, no cabe duda de que el  doctor Gartner López, se encuentra inmerso en la conducta imputada.
Sobre tal aspecto objetivo de la falta no hay discusión, puesto que el mismo disciplinable aceptó desde un comienzo que, siendo juez de la República, fue ordenado como Obispo de la pluricitada Iglesia; y así lo corrobora no sólo la prueba documental allegada por el mismo, sino también la testimonial recaudada, aunque tanto los dos obispos, como los presbíteros que rindieron declaración coinciden en aseverar que por sus ministerios no reciben remuneración, en razón de la auto sostenibilidad que los caracteriza.

La discusión sobre este aspecto se centra en el elemento subjetivo, como quiera que el disciplinable siempre ha sostenido que la gestión del ministerio religioso no interfiere en el ejercicio de sus funciones jurisdiccionales, pues siempre se ha guiado por los lineamientos jurisprudenciales de la máxima autoridad en lo contencioso administrativo. Incluso, en la copia de la comunicación enviada por e-mail, el 14 de octubre de 2008, al Patriarca de dicha iglesia, señor Paulo Ferreira Da Silva, al presentar renuncia a la dignidad episcopal, hace referencia a la sentencia C-037 de 1996, de la Corte Constitucional, aduciendo que la máxima guardiana de la Constitución, al avalar la incompatibilidad prevista en el artículo 151.5 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, lo hizo bajo el entendido de que la misma sólo se configura cuando se afectan la objetividad e imparcialidad, se incurre en conflicto de intereses, o se afectan el orden público o la salubridad pública. 
En ese orden de ideas, conviene retomar el análisis que hizo la Corte Constitucional en la referida sentencia de constitucionalidad de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia. En ella, sobre el punto específico de la incompatibilidad que aquí interesa, expresó dicho tribunal:
“Ahora bien, las causales de incompatibilidad que plantea la norma bajo examen son constitucionales, bajo el entendido de que, como se explicará para cada caso, todas ellas deben comprometer seriamente el desempeño de las funciones asignadas a cada uno de los servidores judiciales. Así, los numerales 1o y 5o., que se constituyen en un desarrollo de lo dispuesto en los artículos 127 y 128 del Estatuto Superior, establecen el ejercicio de una serie de cargos que por razones obvias de conflicto de intereses y de pérdida de objetividad impiden el ejercicio de la cabal administración de justicia.”

Como se ve, contrario a lo sostenido por el disciplinable, lo que dijo la Corte Constitucional fue que i) Todas las causales de incompatibilidad previstas en el artículo 151 del citado Estatuto son constitucionales, bajo el entendido de que ellas deben comprometer seriamente el desempeño de las funciones asignadas a los servidores judiciales, y, ii) el ejercicio de los cargos a que aluden los numerales 1 y 5 por razones obvias de conflicto de intereses y de pérdida de objetividad impiden el ejercicio de la cabal administración de justicia. Con otras palabras, la Corte no encontró necesario siquiera efectuar un análisis ontológico o teleológico de las causales de incompatibilidad contenidas en los numerales 1 y 5 (y este último es el caso que hoy concita la atención de la Sala), pues de suyo las mismas suponen conflicto de intereses y pérdida de la objetividad, pues no de otra manera podría entenderse la expresión empleada por el alto tribunal “por obvias razones”. 
Pero, adicionalmente, debe entenderse que así lo quiso el Legislador al consagrar, incluso, en el parágrafo primero del citado artículo, que dichas prohibiciones se extienden a quienes se hallen en uso de licencia. 

Lo anterior permite concluir que, para la configuración de la causal de incompatibilidad que nos atañe, no se requiere ni la demostración de una concreta afectación del servicio, puesto que, como se recordará, al tenor de lo dispuesto en el artículo 5º de la Ley 734 de 2002, la falta disciplinaria es antijurídica cuando se afecta un deber funcional sin justificación alguna, sin que sea necesaria una afectación material de un derecho; ni hace falta que quien incurre en la causal de incompatibilidad perciba remuneración en el ejercicio (para nuestro caso) del ministerio religioso.
Ahora bien, en cuanto concierne al elemento subjetivo de la falta que se viene analizando, es claro que el mismo funcionario manifiesta que al momento de ordenarse como Obispo de la Iglesia Católica Tradicional con sede en Brasil, era consciente de los límites establecidos en la Constitución y la Ley frente al ejercicio del ministerio sacerdotal; es decir, conocía la existencia de la incompatibilidad, aunque en el transcurso del proceso disciplinario trató de justificarse aduciendo que sus actuaciones como ministro religioso encuentran respaldo en jurisprudencia de la Corte Constitucional y en los Tratados Internacionales, suscritos y ratificados por Colombia sobre las libertades religiosa y de culto, tratando de confundir a la Sala de instancia en cuanto a los alcances que la Corte Constitucional le dio a la incompatibilidad y los que tanto la norma superior contenida en el artículo 19 de la Carta Política, sobre reconocimiento de las libertades de culto y religiosa, que pertenecen a la esfera privada del individuo, como las normas supranacionales que forman bloque de constitucionalidad con nuestro ordenamiento en lo atinente a las mismas libertades.

En ese orden de ideas, se impone concluir que el doctor Jorge Humberto Gartner López, con conocimiento de la prohibición legal estatutaria, libre y voluntariamente incurrió en ella, adecuando de esa manera su comportamiento al tipo disciplinario imputado, descrito en el artículo 48, numeral 17 de la Ley 734 de 2002 como falta gravísima, pues actuó como Juez Tercero Administrativo del Circuito de Pereira, estando incurso en la incompatibilidad descrita en el numeral 5º del artículo 151 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia.
Ha de decirse, en cuanto atañe a la forma de culpabilidad, que la Sala de instancia, al formular este cargo contra el disciplinable, hizo la imputación a título de dolo, en atención a que el funcionario tenía pleno conocimiento de la existencia de la incompatibilidad prevista en la norma estatutaria y de manera consciente y voluntaria dirigió su actuación hacia la descripción típica de la falta endilgada, al seguir actuando como juez pese a encontrarse incurso en la situación legalmente prohibida.

Debe precisar la Sala que desde el punto de vista jurídico-punitivo se entiende por culpabilidad el juicio de exigibilidad por virtud del cual se le imputa al actor la realización de un hecho punible (disciplinario para el caso), pues dadas las condiciones de todo imperantes al momento de la comisión, se encontraba en condiciones de orientar su conducta conforme con los requerimientos exigibles por el orden jurídico y no se condujo de ese modo.

De lo anterior se colige, que es culpable quien tiene la posibilidad de comprender los postulados normativos y conducirse conforme a ellos.

En nuestro ordenamiento disciplinario se halla proscrita toda forma de responsabilidad objetiva, por lo que las faltas solamente son sancionables a título de dolo o culpa
, lo cual implica la capacidad de autodeterminación del individuo conforme a las normas que el derecho le impone en un espacio y tiempo concretos.

Encuentra la Sala que dentro del presente asunto, el funcionario procesado como Juez 3º Administrativo del Circuito de Pereira, era conocedor de la norma prohibitiva contenida en el artículo 151.5 de la Ley 270 de 1996, y sabía que su ordenación  como Obispo de la Iglesia Católica Tradicional no era otra cosa que el ejercicio de ministerio religioso; pero, pese a ese conocimiento, decidió mantener las dos calidades, esto es, la de servidor judicial y ministro de culto religioso. Sólo cuando fue activada la jurisdicción disciplinaria en su contra trató de acomodar a su caso la interpretación que la Corte Constitucional le había dado a la norma en cita, bajo un ardid consistente en confundir la incompatibilidad con la función judicial –que, por esencia, es una limitación legítima al ejercicio de funciones públicas, atendiendo a un criterio teleológico en aras de la moralidad pública y de la imparcialidad de los servidores judiciales- con el ejercicio de libertades fundamentales como las religiosa y de cultos, que el Estado les reconoce indistintamente a todos los ciudadanos. 
Tanto es así, que estando en curso la acción disciplinaria, trató de poner fin a la irregular conducta, mediante el envío por e-mail de su renuncia a la dignidad episcopal que ostentaba. 

Lo anterior significa, sin lugar a dudas, que el disciplinable tuvo conocimiento completo de la controversia que su conducta generaba y de los elementos que la conformaban, entre los cuales se encontraban el desconocimiento de los  diversos pronunciamientos de la Corte Constitucional, respecto del régimen de inhabilidades e incompatibilidades, y a sabiendas de ello, decidió ordenarse Obispo de la Iglesia Católica Tradicional, manteniendo el ejercicio de las funciones inherentes al cargo de Juez de la República. 

Es claro entonces, que pese a todo lo anteriormente señalado el doctor Jorge Humberto Gartner López, dolosamente orientó su conducta de manera clara, inequívoca y deliberada a realizar dos actividades legalmente incompatibles, a saber, las de juez de la República y Obispo de la Iglesia Católica Tradicional, incurriendo, con lo cual adecuó su comportamiento al tipo disciplinario descrito en el artículo 48.17 de la Ley 734 de 2002, en concordancia con los artículos 196 ibídem y 151.5 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia. 

DOSIFICACIÓN DE LA SANCIÓN

Teniendo en cuenta que la imputación formulada al disciplinable fue por la comisión de una falta gravísima, en los términos ya reseñados, y que dicha imputación se le hizo a título de dolo, la sanción a imponer es la prevista en el artículo 44, numeral 1°, de la Ley 734 de 2002, pues este canon consagra   que   para   las  faltas   gravísimas   dolosas,   la sanción  que corresponde es la destitución e inhabilidad general.

En cuanto a la inhabilidad general, teniendo en cuenta los criterios para fijarla, establecidos en el artículo 47, numeral 1º de la misma ley disciplinaria, y, puntualmente, al grave daño que se le ocasiona a la Administración de Justicia con la conducta desplegada por el servidor judicial, como quiera que las incompatibilidades están previstas en la Ley como un mecanismo orientado a preservar no sólo la imparcialidad de los jueces y magistrados, sino también a generar en la ciudadanía un nivel óptimo de confianza en la noble misión de administrar justicia; al conocimiento que el funcionario tenía de la ilicitud de su proceder; y a que la decisión del disciplinable de poner fin a la reprochable conducta, sólo se vino a dar a consecuencia del inicio de la acción disciplinaria; se establecerá en diez años dicha inhabilidad para ejercer cargos y funciones públicas. 

Por último, debe recordarse que, conforme a lo dispuesto en el artículo 45, numeral 1º, literal d), la sanción que se impondrá de destitución e inhabilidad general de diez años para el ejercicio de cargos y funciones públicas conlleva la exclusión del escalafón en la carrera judicial del doctor Jorge Humberto Gartner López. 

Como consecuencia de todo lo anterior, se REVOCARÁ  parcialmente la sentencia del 11 de diciembre de 2009, proferida por la Sala Disciplinaria del Consejo Seccional del Judicatura de Risaralda, mediante la cual ABSOLVIÓ al doctor Jorge Humberto Gartner López, de los cargos imputados, para en su lugar, confirmar la absolución respecto de la falta atribuida, consistente en el incumplimiento del deber previsto en el artículo 153.18 de la Ley 270 de 1996; y declarar disciplinariamente responsable, al doctor JORGE HUMBERTO GARTNER LÓPEZ, en su condición de Juez Tercero Administrativo del Circuito de Pereira, como autor a título de dolo de la falta gravísima prevista en el artículo 48.17 de la Ley 734 de 2002, al haber actuado como juez de la República a sabiendas de estar incurso en la causal de incompatibilidad prevista en el artículo 151.5 de la Ley 270 de 1996; y, como consecuencia de ello, se le impondrá la sanción de DESTITUCIÓN e inhabilidad general por el término de diez años. 

                                     OTRAS DETERMINACIONES

1.- En relación con el yerro en que incurrió el seccional de instancia al tramitar las presentes diligencias, por el procedimiento equivocado, sea esta la oportunidad, para hacer un llamado de atención a los Magistrados de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, con el fin de estar atentos frente al procedimiento a seguir en los asuntos puestos a su consideración.  

2.- Teniendo en cuenta que en su escrito de descargos (folio 186),  el disciplinado Jorge H Gartner López, puso en consideración de la Sala de primera instancia la columna de opinión publicada en el Diario La Tarde el 3 de julio de 2008 y que en dicha columna se denuncian presuntas irregularidades cometidas por los Magistrados del Tribunal Administrativo de Risaralda, en particular por el Magistrado Carlos Arturo Jaramillo; por Secretaría Judicial de la Sala se expedirán las copias respectivas, para los fines pertinentes.  
En mérito de lo expuesto, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO.-  REVOCAR parcialmente la sentencia absolutoria proferida el 11 de diciembre de 2009 por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, dentro del disciplinario adelantado en contra del doctor JORGE HUMBERTO GARTNER LÓPEZ, en su condición de Juez Tercero Administrativo del Circuito de Pereira, para en su lugar:

A.-  CONFIRMAR el fallo absolutorio a favor del funcionario investigado respecto de la falta imputada en el pliego de cargos, consistente en el incumplimiento del deber previsto en el artículo 153, numeral 18 de la Ley 270 de 1996, conforme a lo expuesto en la parte motiva.

B.-  declarar disciplinariamente responsable, al doctor JORGE HUMBERTO GARTNER LÓPEZ, identificado con la cédula de ciudadanía número 10.105.214 de Pereira, en su condición de Juez Tercero Administrativo del Circuito de Pereira, como autor a título de dolo de la falta gravísima prevista en el artículo 48.17 de la Ley 734 de 2002, al haber actuado como juez de la República a sabiendas de estar incurso en la causal de incompatibilidad prevista en el artículo 151.5 de la Ley 270 de 1996, conforme a lo expuesto en la parte considerativa de este proveído.

C.- Como consecuencia de lo anterior, IMPONER SANCIÓN DE DESTITUCIÓN e inhabilidad general por el término de diez años, al doctor JORGE HUMBERTO GARTNER LÓPEZ, identificado con la cédula de ciudadanía número 10.105.214 de Pereira, en su condición de Juez Tercero Administrativo del Circuito de Pereira, conforme a las consideraciones anteriores.

SEGUNDO.-  Notifíquese esta decisión al disciplinable, informándole que contra ella no procede recurso alguno, conforme a lo dispuesto en los artículos 205 y 206 de la Ley 734 de 2002.
TERCERO.-  Ejecutoriada la presente sentencia, comuníquese a la Oficina de Registro y Control de la Procuraduría General de la Nación, a las Presidencias de las Salas Administrativas del Consejo Superior de la Judicatura y Seccional de la Judicatura de Risaralda y al Tribunal Administrativo de Risaralda, conforme a lo dispuesto en el artículo 220 y 221 de la Ley 734 de 2002.
CUARTO.- Por Secretaría Judicial de la Sala expídanse las copias anunciadas en el acápite “OTRAS DETERMINACIONES” de esta sentencia.

QUINTO.- devuélvase el expediente al seccional de origen para lo de su cargo.

                         NOTIFÍQUESE, COMUNÍQUESE   Y CÚMPLASE 

       JULIA EMMA GARZÒN DE GÒMEZ

Presidenta
HENRY VILLARRAGA OLIVEROS         JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO

            Vicepresidente                                               Magistrado

    ANGELINO LIZCANO RIVERA             MARÍA MERCEDES LÓPEZ MORA

               Magistrado                                                    Magistrada

JORGE ARMANDO OTÁLORA GÓMEZ         PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO
              Magistrado                                                                       Magistrado

                                           YIRA LUCÍA OLARTE ÁVIILA

                                                    Secretaria Judicial
� “ARTÍCULO 175. APLICACIÓN DEL PROCEDIMIENTO VERBAL. El procedimiento verbal se adelantará contra los servidores públicos en los casos en que el sujeto disciplinable sea sorprendido en el momento de la comisión de la falta o con elementos, efectos o instrumentos que provengan de la ejecución de la conducta, cuando haya confesión y en todo caso cuando la falta sea leve.


También se aplicará el procedimiento verbal para las faltas gravísimas contempladas en el artículo 48 numerales 2, 4, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 32, 33, 35, 36, 39, 46, 47, 48, 52, 54, 55, 56, 57, 58, 59 y 62 de esta ley.


(…)” (Resalta la Sala).


� Gaceta del Congreso núm. 291 del 27 de julio de 2000, Senado de la República, Proyecto de Ley Número 19 de 2000, p. 24. Cita de la Corte Constitucional en la sentencia C-1076 de 2002.


� Corte Constitucional, sentencia C-1076 de 2002, expedientes D-3954 y D-3955 (acumulados), Demanda de inconstitucionalidad, entre otros, contra el artículo 175, inc. 2º de la Ley 734 de 2002. M.P. Dra. Clara Inés Vargas Hernández, 5 de Diciembre de 2002. Negrilla no original. 


� Corte Constitucional, sentencia C-037 de 1996, Exp. P.E.-008 


Revisión constitucional del proyecto de ley número 58/94 Senado y 264/95 Cámara, “Estatutaria de la Administración de Justicia”, M.P. Dr. Vladimiro Naranjo Mesa, 5 de febrero de 1996. Negrilla no original.


� Art. 13 Ley 734 de 2002.
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